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Resumen: 
De esta forma, la presente investigación pretende realizar un estudio jurídico sobre cómo 
se ha implantado la política pública de compras sostenibles, demostrando la ventaja que su 
uso tienen en el factor ambiental y de protección del entorno, estas medidas de mitigación de 
la contaminación al medio ambiente, busca atacar directamente la problemática del cambio 
climático, modificando los paradigmas de producción y consumo. En el caso colombiano la 
iniciativa es mejorar la gestión de las compras, con la inclusión de criterios sostenibles en la 
adquisición de bienes y servicios, donde el Gobierno dentro de sus políticas públicas priorice 
los temas de protección del medio ambiente y el régimen sancionatorio ambiental.  
Sin embargo, el desarrollo de esta iniciativa en Colombia presenta algunos avances, sin 
que esto implique el desarrollo de un sistema adaptado al sistema contractual del Estado, lo 
que produce que este modelo de negocio se enmarque en el precio normal de los criterios de 
compra del Estado.     
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de Precios, Agencia Nacional de Contratación Pública, Colombia Compra Eficiente. 
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SUSTAINABLE GREEN PUBLIC PURCHASING IN COLOMBIA 
Abstract: 
Thus, in the case of national regulations, sustainable public purchases aim to ensure that 
the goods and services purchased by the government are socially and environmentally 
sustainable, reducing the environmental impact and improving people's living conditions. 
What generates multiple benefits in the internal market, by giving benefits in hiring to 
entrepreneurs who subscribe to the green business, as an alternative to fight climate change 
and improve the living conditions of the population. 
Facts that are evidenced in the most efficient use of resources, energy saving, and access 
to public services in places where work is promoted. It is in this sense that the government 
becomes relevant with the support of emerging markets from the generation of consumer 
demand for these products. 
Keywords: Sustainable Public Procurement, Sustainable Criteria, Price Framework 
Agreement, National Agency for Public Procurement, Colombia Efficient Purchase. 
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Introducción.  
La industrialización acelerada junto con el aumento de población, han obligado al 
aumento en la producción de bienes y servicios, situación que ha tenido gran impacto en el 
medio ambiente a nivel mundial, provocando que hoy en día este tema sea de gran interés 
para la opinión pública y los Estados quienes buscan estrategias para el desarrollo sostenible, 
es así que se ha impulsado la idea de compras verdes para satisfacer las necesidades de la 
función pública, es por esta razón que el presente artículo tiene como objetivo analizar la 
regulación del sistema de compras verdes públicas sostenibles en el ordenamiento jurídico 
colombiano.    
Partiendo del contexto histórico se destaca que durante las últimas décadas la humanidad 
se encuentra hablando de desarrollo sostenible2, como una medida que permita mitigar los 
daños ambientales y sociales producidos por la industria humana, es por esta razón que 
organizaciones supra estatales como la ONU, OEA y la OCDE, proponen estrategias de 
expansión comercial localizadas en las necesidades ambientales y sociales. Recientemente, 
en abril del 2017, más de 40 países incluido Colombia participaron en el Pacto Global por el 
desarrollo sostenible, lo cual permitió la expedición de la primera norma internacional sobre 
compras sostenibles: la norma ISO 20400, para la Comisión Europea (2013), la cual 
desarrolla los principios sobre los que se basa esta iniciativa son 
[…] social y aplicable a cualquier organización, si bien no reemplaza la 
legislación de cada país al respecto, ofrece orientación acerca de cómo implementar 
las compras sostenibles, proporcionando claridad para comprender cómo afecta la 
sostenibilidad a los diferentes niveles de la actividad de compras (Comisión Europea, 
2013, p.32). 
De esta forma se pretende que los Estados posean un marco regulatorio para realizar 
compras públicas sostenibles, las cuales tiene como objetivo satisfacer las necesidades de 
                                                          
2 Nos encontramos en un momento de la historia en el que nuestro comportamiento, las maneras en que 
producimos, y en general, nuestra ética, adquieren una significación crucial. Hoy no se puede ser socialmente 
responsable si no aspiramos a un desarrollo sostenible; si nuestras culturas, conductas diarias y lógicas 
económicas, ambientales y sociales no están coherentemente alineadas (Banco Interamericano de Desarrollo 
[BID], 2011, p. 9). 
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bienes y servicios, que deben cumplir una función social y ambientalmente sostenible, lo cual 
permite la disminución del impacto sobre la naturaleza además de mejorar las condiciones 
de vida de las personas, generando múltiples beneficios en el mercado interno, al dinamizar 
las formas de contratación cambiando las pautas de compras tradicional a las del negocio 
verde, como una alternativa de lucha al cambio climático y del mejoramiento de las 
condiciones de vida de la población.    
Hechos que se evidencian en el uso más eficiente de los recursos, el ahorro de energía, 
y el acceso a servicios públicos en lugares donde la producción tienen impacto. Es en este 
sentido donde el gobierno utiliza sus necesidades para apoyar este mercado emergente desde 
la generación de una demanda de consumo a estos productos.  
Lo anterior, cobra relevancia al comprender que, según la Organización de Naciones 
Unidas, las compras públicas se constituyen como uno de los mayores gastos de los países, 
siendo entre un 8 y 30% de los productos brutos nacionales el que se usa para este fin, 
Colombia no es ajena a esta realidad pues “el Estado es uno de los grandes consumidores del 
país, responsable del 18,2% de las adquisiciones” (Ministerio de Ambiente y Desarrollo  
Sostenible, 2017, p. 7.), convirtiéndolo en el gran dinamizador de la economía nacional. 
Esto se logra gracias a que las entidades adquieren bienes y servicios para su normal 
funcionamiento, lo que obliga a desarrollar una serie de medidas para que estas cumplan con 
los criterios de eficiencia y eficacia de los productos, lo que obliga a incluir criterios de 
sostenibilidad en productos que posean mayor durabilidad y sean reciclables, puesto que de 
lo contrario se poner en desventaja competitiva a los oferentes del negocio verde, esto 
significa una transformación en la forma tradicional de realizar las compras públicas, al 
contemplar que las adquisiciones del Estado no solo deben satisfacer las necesidades de sus 
funciones, sino promover  medidas que beneficien al ambiente, en la producción y el 
consumo sostenible. 
Esta transformación permite analizar la presencia de criterios ambientales en la 
contratación estatal en Colombia, estudiando el caso concreto de los acuerdos marco de 
precios, los cuales se implementaron en el país desde el 2018 el cual modifico la fórmula de 
adquisición de bienes y servicios por parte del Estado.  
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De esta forma, la presente investigación pretende realizar un estudio jurídico sobre cómo 
se ha implantado la política pública de compras sostenibles, demostrando la ventaja que su 
uso tienen en el factor ambiental y de protección del entorno, estas medidas de mitigación de 
la contaminación al medio ambiente, busca atacar directa mente la problemática del cambio 
climático, modificando los paradigmas de producción y consumo.  “el caso colombiano la 
iniciativa es mejorar la gestión de las compras, con la inclusión de criterios sostenibles en la 
adquisición de bienes y servicios, donde el Gobierno dentro de sus políticas públicas priorice 
los temas de protección del medio ambiente y el régimen sancionatorio ambiental” (Galindo, 
2017).    
Sin embargo, el desarrollo de esta iniciativa en Colombia presenta algunos avances, sin 
que esto implique el desarrollo de un sistema adaptado al sistema contractual del Estado, lo 
que produce que este modelo de negocio se enmarque en el precio normal de los criterios de 
compra del Estado.     
A partir de esto se buscará dar respuesta a la pregunta ¿El sistema de compras públicas 
sostenibles ha tenido incidencia en el sistema contractual colombiano?, para esto se analizará 
las estrategias normativas nacionales que dan impulso a las compras públicas sostenibles, y 
como estas han adoptado el criterio de sostenibilidad dentro de ellas. 
Metodología: El presente artículo se desarrolló desde la investigación cualitativa con enfoque 
hermenéutico, donde se realizo un estudio dogmático y normativo sobre la forma en que se 
ha desarrollado las Compras Públicas Sostenibles en el marco del negocio verde en 
Colombia, para esto se utilizaron fuentes nacionales como: la constitución, leyes y 
doctrinantes que hablan sobre el tema, y en el ámbito internacional los acuerdos 
internacionales ratificados por Colombia sobre desarrollo sostenible, en este sentido se 
utilizará la dogmática para comprender la norma, y dar respuesta a la pregunta. 
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1. COMPRAS PÚBLICAS SOSTENIBLES EN EL ÁMBITO INTERNACIONAL 
Hablar sobre las Compras Públicas sostenibles, el desarrollo sostenible y otras prácticas 
que ha generado el derecho ambiental es un tema reciente que va desde la década del 2000 
en el caso de Colombia, es así como   Villegas, J., y Cruz, M. (2015), Cantú, P. (2015), SELA. 
(2014), Manzini, E, Tovani, F. (2014), y Bigues, J. (2012), centran su atención en el criterio 
de sostenibilidad, como sustento de la acción contractual del Estado, es así como se desarrolla 
un concepto de bioética3 entorno a los principios de producción y consumo para sustentar las 
necesidades del Estado. 
Para eso manejan las categorías de eficiencia y eficacia del producto, teniendo en 
cuenta que este debe ser de una calidad que le permita trascender en el tiempo, este cambio 
de perspectiva es lo que la Fundación Ellen Macarthur (2013) denomina pasara de la 
economía lineal a la circular4. 
                                                          
3 Según Cantú (2015), la bioética del desarrollo sostenible tiene como presupuesto equiparar las necesidades de 
consumo del ser humano, con el ámbito natural de la producción amigable con la naturaleza.   
4 Economía lineal:  Es el modelo de consumo y producción masificado desde la revolución industrial en el siglo 
XVII, es un modelo basado en la explotación de recursos naturales para ser usados como materias primas, la 
transformación industrial, el uso del producto y su desecho como residuo, los cuales en su mayoría se 
transforman en elementos contaminantes. Economía circular “Una economía circular es aquella que es 
restaurativa y regenerativa a propósito, y que trata de que los productos, componentes y materias mantengan su 
utilidad y valor máximos en todo momento, distinguiendo entre ciclos técnicos y biológico” (Macarthur, 2013, 
p1) 
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Autores y entidades como Colombia Compra Eficiente (2015), Gallopín, G. (2003), 
Expósito, J. C. (2013); desarrollan la temática desde la perspectiva de Colombia, 
Latinoamérica y el Caribe, usando como eje central las iniciativas gubernamentales creadas 
en pro del desarrollo sostenible, como una herramienta para el cuidado del medio ambiente, 
es de esta forma como Gallopín (2003) habla comparativamente de la legislación chilena y 
venezolana, teniendo en cuenta como estas han adoptado medidas contractuales para la 
compra de bienes y servicios que satisfagan las necesidades del Estado,  en las cuales se les 
otorga un porcentaje superiores  de calificación a los criterios de sostenibilidad, sobre los 
tradicionales, lo que ha permitido el impulso al negocio verde en esos países, en el caso 
colombiano desde Colombia Compra Eficiente (2015), se elabora un desarrollo normativo 
tendiente a la creación de un acuerdo contractual que privilegie estos acuerdos. 
Sin embargo. Expósito (2013), expresa que existen limitantes a la hora de aplicar los 
acuerdos ambientales, al sistema contractual colombiano toda vez que no se encuentran 
registrados en los presupuestos normativos, y estos funcionan de manera discrecional por la 
entidad contratante. 
Por otra parte, Lesmes, S., & Leire, Á. (2014), Bezchinsky, G., & López Fernández, 
M. (2012), Gracia-Rojas, J. P. (2015), hablan de la posibilidad que tiene el Estado como 
consumidor, para dinamizar un mercado insipiente como el negocio verde, promulgando 
leyes que beneficien la implementación de la economía circular a nivel nacional.  
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Es así, como hablar de las compras públicas sostenibles implica reconocer al Estado 
como un agente de compra en el ámbito del mercado, el cual satisface sus necesidades para 
cumplir con sus objetivos, por medio de los gastos públicos, en las últimas décadas ha 
impulsado el cuidado del medio ambiente desde una visión social empresarial.  
Este enfoque de contratación se ha constituido en políticas, que buscan promover el 
consumo responsable de bienes y servicios, desde la motivación del uso de tecnologías de 
producción eficientes y responsables, las cuales generen mayor productividad al momento 
de sus compras.   
1.1. Desarrollo Sostenible 
El desarrollo sostenible no solo hace referencia a un concepto medioambiental, sino a la 
interacción que existe entre el ser humano y el entorno, el cual surge como respuesta a la 
problemática medioambiental, causada por el desarrollo industrial y la globalización como 
lo expresa Buey (2004).    
En el origen del concepto de sostenibilidad había dos cosas: la percepción de la 
gravedad de los desequilibrios medioambientales, observados en diferentes lugares del 
mundo, y la conciencia de la posibilidad de una crisis ecológica global con 
consecuencias imprevisibles (pero previsiblemente catastróficas) para el futuro de 
nuestro planeta y de la mayoría de las especies que habitan en él. La idea de 
sostenibilidad empezó siendo, pues, una respuesta preventiva ante la perspectiva de 
colapso global o parcial del modelo de civilización dominante. (p. 2) 
Es así como este concepto se remonta a 1983 cuando la ONU, inicia la discusión de la 
dualidad entre el desarrollo económico y el medio ambiente, en un momento histórico donde 
se evidencia el cambio climático a nivel mundial, a causa del aumento de las temperaturas, 
de esta forma se consolida la Resolución 38-161 de diciembre 19 del mismo año, en la cual 
se crea la Comisión Mundial Sobre el Medio ambiente y Desarrollo, cuya responsabilidad es 
trazar los principios de desarrollo y sostenibilidad, que regirán la agenda política  de los 
países miembros.   
10 
 
10 
 
Lo anterior, evidencia como se consolida en la agenda política internacional el desarrollo 
sostenible, como una alternativa de consumo que disminuya el impacto que ha tenido el 
actual sistema de producción, donde no solo se piensa en la satisfacción de las necesidades 
del ser humano, por medio de la explotación de recursos naturales, sino en la interacción, de 
los sistemas productivos con el medio ambiente, el entorno social y cultural de sus áreas de 
influencia, es de esta forma que la normativa entorno a este nuevo sistema, versa sobre el 
impacto social y ambiental.    
 
 
1.2. Compras Públicas Sostenibles  
Colombia Compra Eficiente (2017) las ha definido como el proceso en el cual las 
organizaciones públicas realizan la contratación de bienes y servicios, necesarios para 
cumplir con su objetivo, con la intención de incentivar el sector comercial que propenda por 
el cuidado medioambiental, basándose en la ampliación de los ciclos de vida de los 
productos, los cuales se caracterizan por los beneficios ambientales y económicos que se le 
dan a la organización, reduciendo el impacto social y ecológico del consumo en estas 
entidades.     
Es así, como se caracteriza la compra publica sostenible, cuando una entidad de 
carácter gubernamental suple sus necesidades, por medio de la adquisición de bienes y 
servicios que cumplan con los criterios de sostenibilidad que se definen más adelante, 
teniendo en cuenta factores económicos que no solo se traducen al factor precio sino a la 
durabilidad del producto, junto a su capacidad de transformación y reutilización. Sin 
embargo, dicha actividad no solo es exclusiva del sector público, toda vez que, en la política 
pública a tendido esfuerzos para masificar estas compras en el sector privado, fomentando la 
responsabilidad empresarial. 
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Ilustración 1 Guía de Colombia compra eficiente, Ministerio del Medioambiente (2018) 
¿Qué es un bien o servicio sostenible?   Se entiende como aquel que utiliza de manera 
eficiente los recursos (naturales, humanos y ecológicos) durante su ciclo de vida, lo que trae 
consigo beneficios para el entorno y sociedad sobre la que influye, al mismo tiempo que 
satisface las necesidades del usuario, sin poner en peligro la sostenibilidad de materias primas 
a futuro, buscando que esta situación no “afecte el derecho colectivo al medio ambiente sano, 
que se constituye como esencial para las condiciones de vida dignas de los seres humanos” 
(Galán, 2016, p 36). 
Pero hablar de la relación producción sostenibilidad, obliga a repensarse los 
paradigmas de la producción, toda vez que implica modificar las dinámicas de consumo para 
satisfacer las necesidades, al pasar de un sistema lineal (producción, consumo, desecho) a 
uno circular (producción, consumo, reutilización), lo que abre nuevas posibilidades en el 
ámbito económico, con el aprovechamiento de materias primas recicladas que disminuyen el 
valor de los productos además de aumentar su la calidad y vida útil. 
Lo anterior lleva a constituir un enfoque de política pública cuya intencionalidad es 
constituirse en una herramienta para promocionar el desarrollo sostenible, mas no es la única 
que propende por mejorar la calidad de consumo y producción, entorno a las necesidades del 
medio ambiente de las poblaciones.        
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1.3. El Desarrollo Sostenible Como Acuerdo Internacional  
En 2002 la ONU organiza la Cumbre Mundial de Johannesburgo (Sudáfrica), en la cual 
se discutieron como las formas de producción y consumo se han vuelto insostenibles, como 
una apertura para que los Estados inicien una trasformación en la política de compras, en las 
cuales se privilegie los productos ambiental y socialmente sostenibles en las contrataciones 
que estos produzcan, siendo los encargados de dinamizar el sector de la economía 
denominado negocio verde. 
Dicha cumbre tuvo gran relevancia con medidas como (ONU, 2002) 
 Alentar y promover la elaboración de un conjunto de programas de 10 años de 
duración en apoyo de las iniciativas nacionales y regionales para acelerar el cambio 
hacia modalidades de consumo y la producción sostenible con objeto de promover el 
desarrollo económico y social dentro de los límites de la capacidad de sustentación 
de los ecosistemas. 
 Alentar a las autoridades competentes de todos los niveles a que tengan en cuenta 
consideraciones relacionadas con el desarrollo sostenible al tomar decisiones, incluso 
sobre la planificación del desarrollo nacional y local, las inversiones en 
infraestructura, el desarrollo empresarial y la contratación pública. Ello entrañaría la 
adopción, en todos los planos. 
 Promover políticas de contratación pública que propicien la creación y difusión de 
bienes y servicios que no causen daño al medio ambiente. (Organización de las 
Naciones Unidas [ONU], 2002, pág. 22) 
Las Naciones Unidas en su afán por acabar con esta problemática, definió en los Objetivos 
de Desarrollo Sostenible acordados en septiembre de 2015 por varios líderes mundiales, las 
compras públicas, con la finalidad de erradicar la pobreza, modificar las conductas de la 
producción y el consumo lesivas para el planeta tierra, teniendo como metas “promover 
prácticas de adquisición pública que sean sostenibles, de conformidad con las políticas y 
prioridades nacionales” (Organización de las Naciones Unidas [ONU], s.f.).   
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Es así como desde los Estados se pretende incentivar un mercado emergente, como el 
negocio verde, en una iniciativa de mejorar las relaciones de consumo de las entidades 
públicas, las cuales son unas de las mayores compradoras de los mercados locales, de esta 
forma se busca estimular una economía social y ecológicamente sustentable con el entorno, 
donde la responsabilidad gubernamental y empresarial, no solo se enfoque en actividades de 
mitigación, sino que se consolide en un esquema de producción circular que minimicé el 
impacto de la extracción de materias primas en el entorno y el ambiente.  
   
1.4. Normativa Internacional  
Una tendencia a nivel mundial surge a mediados de la década de los 70, donde se inicia 
a pensarse el papel de los recursos naturales en economía mundial, discusión que llega a 
Colombia en la constitución de 1991. Sin embargo, el mundo siguió desarrollando 
alternativas para la sostenibilidad ambiental, creando acuerdos por medio de la ONU, que se 
conciben en normativas gracias al bloque de constitucionalidad 5, desde el ingreso a la OCDE 
la contratación ha tenido que acogerse a la “Guía conceptual y metodológica de compras 
públicas sostenibles expresamente señala que los instrumentos internacionales que hacen 
parte del marco normativo en la materia son: las conferencias y cumbres de Naciones Unidas 
en materia ambiental” (Ministerio del Medio Ambiente, 2017, p. 17)    
Tabla 1Conferencias y aportes internacionales, creación propia 
Conferencias  Producto  
                                                          
5  Es posible distinguir dos sentidos del concepto de bloque de constitucionalidad. El primero: stricto sensu, 
conformado por aquellos principios y normas que han sido normativamente integrados a la Constitución por 
diversas vías y por mandato expreso de la Carta, por lo que entonces tienen rango constitucional, como los 
tratados de derecho humanitario. De otro lado, la noción lata sensu del bloque de constitucionalidad se refiere 
a aquellas disposiciones que "tienen un rango normativo superior a las leyes ordinarias", aunque a veces no 
tengan rango constitucional, como las leyes estatutarias y orgánicas, pero que sirven como referente necesario 
para la creación legal y para el control constitucional (sentencia  C-582-99). 
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La Segunda Conferencia de las 
Naciones Unidas sobre los Asentamientos 
Humanos(Estambul,1996); La Conferencia 
Mundial sobre el Desarrollo Sostenible de 
los Pequeños Estados Insulares en 
Desarrollo (Barbados, 1994); El período 
extraordinario de sesiones de la Asamblea 
General sobre los Pequeños Estados 
Insulares en Desarrollo (Nueva York, 
1999); La Cumbre Mundial sobre el 
Desarrollo Sostenible (Johannesburgo, 
2002); La Cumbre del Milenio (Nueva 
York, 2000) y sus Objetivos de Desarrollo 
del Milenio (El Objetivo 7 trata de 
«Garantizar la sostenibilidad del medio 
ambiente»); y la Cumbre Mundial 2005. 
(UN Temas Mundiales, s.f.). 
Principios del desarrollo sostenible: 
1. Necesidad 
2. Equidad 
3. Intergeneracionalidad 
 
4. Ecologismo global 
 
La Conferencia de las Naciones Unidas 
sobre el Desarrollo Sostenible (Río +20) 
celebrada en 2012.  
 
Como un marco de acción global para 
promover la cooperación internacional a fin 
de acelerar la transición hacia CPS tanto en 
países desarrollados como en desarrollo. 
Este programa apoya la creación y 
fortalecimiento de capacidades y facilita el 
acceso a asistencia técnica y financiera a los 
países en desarrollo para esta transición. 
También desarrolla, replica amplias 
iniciativas de CPS y de eficiencia en el uso 
de recursos. Estas iniciativas son de alcance 
tanto nacional como regional (UNEP, s.f., 
a). 
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La Cumbre de la Tierra celebrada en 
1972.  
En esta cumbre por primera vez a nivel 
mundial se empieza hablar del medio 
ambiente como fuente de vida. 
 La Conferencia de las Naciones 
Unidas sobre el Medio Ambiente y el 
Desarrollo Celebrada en 1992.  
Donde se estableció un cronograma 
para el cuidado del medio ambiente.  
 La Cumbre Mundial sobre el 
Desarrollo Sostenible celebrada en 2002.  
La cumbre de Johannesburgo sobre el 
desarrollo sostenible instaba a que las 
autoridades competentes de todos los 
niveles tuvieran en cuenta temas 
relacionados con el desarrollo sostenible al 
tomar decisiones, la planificación del 
desarrollo nacional y local, las inversiones 
en infraestructura, el desarrollo empresarial 
y la contratación pública (UN, s.f.). 
  
 
 
1.4.1. Objetivos De Desarrollo Sostenible  
Son los acuerdos de las naciones para tomar medidas frente a la pobreza y la protección 
del planeta, para garantizar la pervivencia de la raza humana desde los principios de unidad 
y equidad social, en esta cumbre se aprobaron los siguientes objetivos  
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Ilustración 2Objetivos de desarrollo sostenible, Naciones Unidas 2015. 
Para el presente documento toma relevancia el objetivo 12, el cual busca crear estrategias 
para el consumo y producción sostenibles, donde: 
hacer más y mejores cosas con menos recursos, incrementando las ganancias netas 
de bienestar de las actividades económicas mediante la reducción de la utilización de 
los recursos, la degradación y la contaminación durante todo el ciclo de vida, logrando 
al mismo tiempo una mejor calidad de vida (Naciones Unidas, 2015, p.56).   
Es así como el gobierno colombiano ha introducido en sus esquemas de contratación, 
criterios de compras sostenibles que propendan por protección del medio ambiente, como 
una alternativa para el cuidado de las finanzas públicas a largo plazo, con productos de mayor 
durabilidad y reutilizables.    
Es así como la preocupación por el problema que ha dejado las formas de consumo y 
producción en el territorio nacional, han provocado que dentro de los pliegos licitatorios para 
la adquisición de bienes y servicios por parte del Estado, se soliciten de manera 
preponderante productos que se enmarquen en la lógica de la sostenibilidad ambiental, ya 
sea en el área del transporte con uso de energías alternativas a los combustibles fósiles, la 
migración del papel a sistemas operativos digitales, junto a productos que aumenten la 
calidad y el tiempo de vida. 
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Sin embargo, estos criterios son solo de forma puesto que en el fondo de las licitaciones 
públicas siempre predomina la condición costo sobre el beneficio, lo que pone en desventaja 
al negocio verde, puesto que según lo expresado por el Ministerio de Ambiente (2019), se 
hace evidente que los costos de producción de los productos verdes es mayor, en comparación 
a los productos regulares, a pesar que en el tiempo este sea menor por el aumento de su ciclo 
de vida, es por esta razón que se propone modificar este criterio de contratación en una 
ecuación que pondere, costo y ciclo de vida para dar cabida al negocio verde.         
 
 
1.4.2. La sostenibilidad de las compras como un negocio para el Estado 
Esta tendencia de compras a nivel gubernamental se entiende como el proceso de 
adquisición de bienes, servicios e infraestructura, “las adquisiciones refuerzan y apoyan el 
trabajo de una organización, proporcionando todo lo que utiliza […], las compras públicas 
son el proceso de adquisición de bienes y servicios para fines públicos” (Ortiz D, 2017, p. 
23). 
Es en este sentido, que para incentivar el segmento de compras publicas sostenibles el 
gobierno, procura la adquisición en cuanto condiciona unas características sociales, 
económicas y ambientales, sostenibles para el apoyo de las comunidades, el medio ambiente 
y la confianza inversionista. 
Con la estrategia ambiental de las CPS se pretende generar mayor rentabilidad a los 
ciclos de vida de los bienes, servicios e infraestructura, bajando así el costo de las inversiones 
a mediano plazo. Permitiendo dinamizar un mercado emergente, desde la generación de la 
demanda estatal, desarrollando un sector de la economía sostenible con el ambiente y la 
sociedad, de esta forma se considera como “una herramienta necesaria e indispensable para 
la protección de los recursos naturales en el territorio colombiano, y permiten fijar reglas de 
procedimiento para un funcionamiento efectivo y eficaz” (Lozano, 2018, p.15). 
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Limitando solo a los actores contractuales de la CPS, puesto que la dinamicidad del 
sector crea una cadena productiva en torno a la adquisición de suministros que mantengan 
las empresas. Las CPS en palabras Ministerio de Ambiente y desarrollo sostenible (2018) 
pueden: 
 Crear una demanda de bienes, servicios e infraestructura responsable con el medio 
ambiente. 
 Animar a los proveedores a innovar. 
 Crear y ofrecer incentivos para un mejor trato a los trabajadores y el desarrollo 
comunidades más saludables. 
 Impulsar el desarrollo del negocio verde 
Experiencias exitosas en la construcción de CPS son las interpuestas por acuerdos 
comerciales multinacionales como la Unión Europea que ha desarrollado una legislación 
entorno a los siguientes ejes (Ministerio Europeo de Medio Ambiente, 2018): 
 Las compras públicas sostenibles como unidad de negocio. 
 Integrar la sostenibilidad en el ciclo de compras públicas. 
 Consolidar herramientas y estrategias para ayudar a los agentes de compras a integrar 
los principios de sostenibilidad en el trabajo. 
 Generación de requisitos técnicos obligatorios u opcionales para adquirir productos 
con un mejor desempeño social y ambiental. 
 Multiplicar el impacto económico CPS no solo al proveedor, sino a la cadena de 
producción. 
 Permitir la libre competencia desde el enfoque de la contratación tradicional, abriendo 
espacio tanto a las asociaciones públicas como privadas, que prioricen en su industria 
el negocio verde. 
Es en este sentido, que la iniciativa de la ley es cerrar la brecha social y ambiental que 
producen la compra de bienes, servicios e infraestructura tradicionales, desde una 
transformación en este escenario económico, donde la oferta se suscriba en el negocio verde. 
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Puesto que se pretende producir no sólo egresos al Estado, sino buena parte del 
dinamismo de la economía nacional, con efectos en la generación de empleo, la canalización 
de inversiones y el desarrollo productivo (Sistema Económico Latinoamericano y del Caribe, 
2014), este impacto en la responsabilidad social y ambiental, se evidenciara en la mejora de 
la calidad de vida de las personas, que viven en el área de influencia de las grandes industrias, 
las cuales no solo se enfocan en las ganancias de la producción, sino en la forma de ayudar a 
las poblaciones aledañas con herramientas laborales y de salubridad, junto con la búsqueda 
de minimizar el impacto ambiental debido a la reutilización de materiales, lo que evita la 
sobre explotación de la naturaleza. 
    
2. LAS COMPRAS PÚBLICAS VERDES EN EL ORDENAMIENTO JURÍDICO 
COLOMBIANO 
Las compras sostenibles han sido entendidas como “(…) la contratación basada en 
criterios ambientales” (Moreno, 2006, pp. 390-391), donde los procesos contractuales 
propendan por la apertura a las tecnologías limpias y más abiertas a su duración en el tiempo  
El proceso que siguen las organizaciones para satisfacer sus necesidades de bienes, 
servicios, trabajo e insumos obteniendo una buena relación calidad precio a lo largo de 
todo el ciclo vital, con la finalidad de generar beneficios para la institución, la sociedad 
y la economía, al tiempo que se minimiza el impacto sobre el medio ambiente. 
(PNUMA, 2009, p.7) 
En el desarrollo de las compras sostenibles en la agenda del Estado se ha desarrollado 
desde 2009, donde se evidencio un desafío normativo a la hora de definir los procesos de 
contratación pública, toda vez que el desarrollo del formato de compras públicas sostenibles 
no se encuentra regulado tácitamente.  
Desde entonces, el gobierno colombiano ha venido estudiando el marco normativo 
aplicable con la finalidad de identificar las disposiciones que puedan, eventualmente, 
impedir, restringir, limitar, favorecer o permitir la inclusión de criterios de 
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sostenibilidad en la adquisición de bienes y servicios del Estado y proponer su 
actualización al respecto. (Ministerio del Medio Ambiente, 2017a, p. 15). 
No obstante, desde ese momento a la fecha se han producido avances significativos a la 
hora de hablar de este tema en el ordenamiento nacional, teniendo como base normativa la 
constitución política de Colombia, la ley 99de 93. La ley 80, la ley 1159 de 2007, comienzan 
un proceso de definición   e inclusión de las compras sostenibles, en el marco de los procesos 
de contratación estatal, esto teniendo en cuenta los protocolos que emanan de cumbres en 
materia de derechos ambientales de la ONU, y los lineamientos de la OCDE para el desarrollo 
sostenible y la contratación.  
De esta forma los intereses supranacionales han tenido cabida en el imaginario social de 
los países, al buscar las formas de cambiar las dinámicas de producción y consumo en la 
sociedad, toda vez, que se propende por un escenario económico que no se desarrolle de 
forma independiente, a las necesidades sociales y ambientales de la población, es por esto 
que desde las diferentes ramas del poder público se busca dar voz al medio ambiente, con la 
otorgación de derechos que disminuyan el impacto del ser humano sobre este, teniendo en 
cuenta que esto mejora las condiciones de vida de las personas no solo en el entorno local 
sino mundial.   
2.1. Normativa Nacional  
Los derechos ambientales fueron primordiales en el desarrollo de los principios de la 
nueva constitución política en 1991, teniendo en cuenta que  
El tema ambiental constituyó, sin lugar a dudas, una seria preocupación para la 
Asamblea Nacional Constituyente, pues ninguna Constitución moderna puede sustraer 
de su normatividad el manejo de un problema vital, no sólo para la comunidad nacional, 
sino para toda la humanidad; por ello, se ha afirmado con toda razón, que el ambiente 
es un patrimonio común de la humanidad y que su protección asegura la supervivencia 
de las generaciones presentes y futuras (Corte Constitucional, Sentencia C-431, 2000). 
Es de esta forma como la constitución traza un nuevo escenario sobre la construcción 
filosófica de la ecología como base del Estado, desarrollando un “marco jurídico que plantea 
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la constitución nos arroja alrededor de 40 artículos definitivos y cuatro transitorios que tocan 
directamente el tema ambiental” (Santander Mejía, 2000a, p. 60), la corte constitucional no 
se ha quedado atrás con esta iniciativa pues mediante sentencia C595 de 2010 establece el 
reconocimiento constitucional del medio ambiente como de interés superior del Estado,   
según los artículos 8, 49, 58, 66, 67, 79, 80, 81, 82, 88, 95.8, 150.7, 215, 226, 267 inciso 3, 
268.7, 277.4, 282.5, 289, 300.2, 302, 310, 313, 317,  de la norma superior, donde se establece 
el deber de salvaguarda de este patrimonio de la nación, y como su cuidado es parte 
fundamental del desarrollo social de las colombianos. 
Junto a la protección del medio ambiente la constitución política también trabaja el 
desarrollo sostenible como una meta fundamental, describiéndola de la siguiente forma en el 
artículo 80. “El Estado planificará el manejo y aprovechamiento de los recursos naturales, 
para garantizar su desarrollo sostenible, su conservación, restauración o sustitución”. 
El desarrollo sostenible como meta no es solo una construcción de la normativa 
internacional que ha llegado a Colombia, por medio del bloque de constitucionalidad, puesto 
que se encuentra tanto en la constitución, como en la ley 99 de 1993 la cual crea el Ministerio 
del Medio Ambiente, el cual es concebido como un organismo de control y gestión de los 
recursos ambientales del país, por medio de la creación de políticas que propendan por la 
conservación, protección ordenamiento, uso y aprovechamiento del medio ambiente, 
considerando el desarrollo sostenible como: 
Se entiende por desarrollo sostenible el que conduzca al crecimiento económico, a la 
elevación de la calidad de la vida y al bienestar social, sin agotar la base de recursos 
naturales renovables en que se sustenta, ni deteriorar el medio ambiente o el derecho 
de las generaciones futuras a utilizarlo para la satisfacción de sus propias necesidades. 
(Ley 99, 1993, art.3) 
La cual acoge los principios generales que debe seguir la política ambiental 
colombiana, fundamentalmente el principio de precaución, conforme al cual, en caso 
de la existencia de peligro o daño grave e irreversible, la falta de certeza científica 
absoluta no podrá ser usada como razón para postergar la adopción de medidas eficaces 
para impedir la degradación del ecosistema (Güiza, 2011, pp. 125-126). 
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Con la creación de esta normativa se ha dado a apertura al negocio de la protección de 
los recursos naturales, como una meta del Estado para protección del medio ambiente, lo cual 
se ha vinculado a la contratación pública mediante la siguiente normativa:  
Ley 80 de 1993, Ley 1150 de 2007 y el Decreto 1082 de 2015, donde cada uno de 
ellos en concordancia con la reglamentación ambiental, social y económica vigente 
define la necesidad de efectuar adquisiciones con criterios de sostenibilidad. (Ministerio 
de Ambiente y Desarrollo Sostenible (PAN), 2017b, p.10). 
Esta normativa parte de recomendaciones que han generado mecanismos supraestatales 
dependientes de la ONU, como PNUMA, entidad que crea los lineamientos para las compras 
públicas sostenibles en Colombia. 
 La Ley 80 de 1993, por medio del cual se expide el Estatuto General de 
Contratación de la Administración Pública; en el artículo 3 establece que “las entidades 
buscan el cumplimiento de los fines estatales, la continuidad y eficiente prestación de 
los servicios públicos y la efectividad de los derechos e intereses de los administrados 
que colaboran con ellas en la consecución de dichos fines.  
Así mismo, se cuenta con la Ley 1150 de 2007, por medio de la cual se introducen 
medidas para la eficiencia y la transparencia en la ley 80 de 1993 y se dictan otras 
disposiciones generales sobre la contratación con recursos públicos, que incluye temas 
como Compra inteligente; contratación más transparente y eficiente; contratación como 
instrumento de desarrollo económico y social y fomento a la contratación electrónica.  
(pp.1-2) 
Dentro de la regulación de las compras sostenibles, la entidad Colombia compra eficiente 
desarrollo el decreto 1082 de 2015, donde se incluyó en la contratación el termino de 
sostenibilidad, estableciendo un nuevo paradigma en la producción y el consumo en el orden 
de satisfacer las necesidades de la función pública, donde el tiempo de uso y la capacidad de 
reutilización cobran prioridad en los procesos licitatorios del Estado.      
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2.2. Sustento constitucional para la incorporación del negocio verde  
La Constitución Política de Colombia no ha sido ajena a un desarrollo que no sea 
agresivo con el medio ambiente, en el cual se promulgo el uso adecuado y racional de los 
recursos naturales del país, además de concebir la función ecológica y pública de los bienes 
privado y consolidar los derechos ambientales como fundamentales, es así que a pesar de la 
libertad económica y a la propiedad que existe en Colombia, se consolida una limitante desde 
las funciones medioambientales, sobre esto la Corte Constitucional se ha pronunciado: 
El medio ambiente hace parte de lo que la jurisprudencia constitucional ha denominado 
la "Constitución Ecológica", conformada por el conjunto de disposiciones superiores 
que fijan los presupuestos a partir de los cuales deben regularse las relaciones de la 
sociedad con la naturaleza y que buscan proteger el medio ambiente para las 
generaciones presentes y futuras.  
En este sentido los artículos 8°, 58, 79, 80 y 95 Superiores, consagran, respectivamente, 
i) la obligación del Estado y de las personas de proteger las riquezas naturales de la 
Nación; ii) la función ecológica de la propiedad; iii) el derecho a gozar de un ambiente 
sano y el deber del Estado de proteger la diversidad e integridad del ambiente, 
conservando las áreas de especial importancia ecológica y fomentando la educación 
para el logro de estos fines; y iv) el deber del Estado de planificar el manejo y 
aprovechamiento de los recursos naturales, para garantizar su desarrollo sostenible, su 
conservación, restauración o sustitución, así como el de prevenir y controlar los 
factores de deterioro ambiental, imponer las sanciones legales y exigir la reparación de 
los daños causados25. (Fallo 66203 de 2013 Consejo de Estado)       
Es de esta forma como la Constitución se ha considerado en palabras del Ministerio de 
ambiente y desarrollo sostenible en “constitución verde”, puesto que pretende la salvaguarda 
de los recursos naturales sobre otros derechos, al reconocer el medio ambiente como fuente 
de la vida del ser humano, junto a esto la carta magna contempla artículos que posibilitan la 
inmersión del negocio verde en la economía del Estado como lo son: 
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Artículo 79. Todas las personas tienen derecho a gozar de un ambiente sano. La ley 
garantizará la participación de la comunidad en las decisiones que puedan afectarlo. Es 
deber del Estado proteger la diversidad e integridad del ambiente, conservar las áreas 
de especial importancia ecológica y fomentar la educación para el logro de estos fines.  
Además, deberá prevenir y controlar los factores de deterioro ambiental, imponer las 
sanciones legales y exigir la reparación de los daños causados. Así mismo, cooperará 
con otras naciones en la protección de los ecosistemas situados en las zonas fronterizas.  
Artículo 80. El Estado planificará el manejo y aprovechamiento de los recursos 
naturales, para garantizar su desarrollo sostenible, su conservación, restauración o 
sustitución O el mismo artículo.  
Artículo 226.  “El Estado promoverá la internacionalización de las relaciones políticas, 
económicas, sociales y ecológicas sobre bases de equidad, reciprocidad y conveniencia 
nacional”.  
Marco jurídico que es usado como fundamento constitucional para la incorporación del 
criterio sostenible en las compras públicas del Estado, lo que evidencia como la constitución 
desde su enfoque medio ambiental, permite incluir en el escenario económico el negocio 
verde, como una alternativa ambientalmente sustentable para las comunidades, teniendo en 
cuenta que la producción tradicional, ha demostrado tener un impacto destructivo sobre los 
ecosistemas. 
  
2.3. Las Compras Sostenibles Como Negocio  
Con el incentivo a esta nueva estructura comercial la plataforma de Colombia compra 
eficiente, generara estrategias de optimización de los recursos públicos, no solo teniendo en 
cuenta el valor de compra del objeto, como principal criterio a la hora de una contratación, 
al ir más allá y comprender los ciclos de vida de los productos. Teniendo en cuenta, factores 
que permitirán dar mejor uso al erario no solo a corto plazo, sino a mediano y largo plazo, 
“tales como las operaciones de gestión y los costos de mantenimiento” (Ministerio de 
Ambiente y desarrollo sostenible, 2018, p. 24). 
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Las compras que se realizan con el poder adquisitivo del Estado, además de tener la 
capacidad de dinamizar sectores comerciales emergentes, como lo demostró el sistema de 
Estado benefactor utilizado en EE. UU. durante la década de los años 30; “a la vez que 
contribuye al cumplimiento de compromisos nacionales e internacionales relacionados con 
objetivos de desarrollo social, se estimulan mercados con conciencia social y se garantizan 
gastos más eficaces” (Unión Europea, 2011, p.5) 
 las CPS poseen un componente de carácter social, en el 
cual se busca la forma eficiente de la administración de gastos, 
teniendo en cuenta que según Colombia Compra Eficiente 
(2017 p.32), las compras que realizan las entidades estatales 
se ubican en un 15% del PIB nacional, demostrando el 
importante papel de estas en el desarrollo económico y 
adquisitivo del país.   
El gobierno en su cotidianidad adquiere bienes, servicios 
e infraestructura, con el uso de su erario, donde la normativa 
sobre CPS, no implica complejizar el papel de contratación 
del Estado, sino por el contrario buscar la forma de volver más 
eficientes los recursos, tanto en precio como en ciclo de vida, 
reduciendo el nivel de gasto al largo plazo. 
Es así, como Vallejo C. (2016), propone que “no sólo las organizaciones y los gobiernos 
deben implementar la sostenibilidad; los mismos consumidores estamos llamados a generar 
conciencia en este sentido y exigir un mayor control a las empresas”. 
2.4. Beneficios de las CPS. 
Económicos: La creación de demanda a un sector económico emergente, como son los 
negocios verdes, mejorando la eficiencia de los productos al incentivar la producción, junto 
a esto se utiliza el poder económico del Estado para fomentar la pequeña industria, lo que a 
corto plazo se traduce en el aumento de empleos en este sector de la economía, además que 
los productos innovadores permiten el ingreso a nuevos mercados de bienes y servicios no 
Ilustración 3 Las CPS en el PIB, Tomado de 
Colombia (2017) 
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solo nacionales sino internacionales, “donde el papel de los grupos de interés juega una 
posición importante al igual que la caracterización de impactos de acuerdo con el área de 
influencia o afectación a cada grupo” (Olivera, 2016, p.56). 
 
Ambientales: La consolidación de las CPS, dan paso a uso eficiente de los recursos, tanto 
por el aumento de los ciclos de vida de los productos, al igual que evitando la deforestación 
y la sobre explotación de recursos naturales, mejorando la calidad del aire, agua y suelos, que 
a futuro garantizan la soberanía ambiental en cuanto dependencia a energías fósiles y la 
emisión de gases efecto invernadero, situación que favorece la innovación en la producción 
y masificación de energías limpias.   
Sociales: Las CPS mejoran el acceso al empleo puesto que el ingreso de las PYMES a 
la contratación pública dinamiza el sector, generando la necesidad del aumento del talento 
humano, lo que implica estímulos a las economías locales en cuanto a puestos de trabajo y 
condiciones laborales. 
Apoya el mercado rural puesto que es la base de las materias primas de la producción 
del negocio verde, además del impulso de iniciativas de responsabilidad empresarial 
tendientes a mejorar las condiciones de vida de las personas, que viven bajo su área de 
influencia. 
Incluir el aspecto social en el ciclo de vida de un bien/servicio, incluso los desarrollados 
con prácticas de “sostenibilidad”, se deben tener en cuenta, dentro de los factores más 
relevantes, las horas de trabajo, salarios justos, trabajos no forzados, salud, equidad y 
seguridad, empleabilidad regional, involucramiento con la comunidad y desarrollo de 
proveedores y servicios locales (Hernández, 1998, p12). 
Bajo esta referencia de desarrollo la posibilidad de potenciar el negocio verde a escala 
de las compras públicas no solo se centra en el factor medio ambiental, sino que permite 
generar estrategias que impacten sobre la vida de las personas que son afectadas por el 
sistema de producción, como lo son quienes viven cerca de entorno industrial o lugares de 
27 
 
27 
 
desecho, quienes tendrán mejores condiciones de vida con la imposición de un sistema de 
marcado basado en el consumo y la producción responsable.  
 
2.4.1. Financieros. 
Las CPS se desarrollan en torno a la economía sostenible, lo que implica mejorar la 
eficiencia de los productos ofertados para el Estado, situación que aumenta los ciclos de vida 
de estos, otorgándoles mayor valor y a largo plazo bajando los gastos operativos de las 
entidades, “la elección de productos más amigables con el medio ambiente puede reducir los 
costos de gestión de residuos y ayudar en la prevención y mitigación de la contaminación” 
(Cristancho, 2016, p. 46). 
En el marco de los costos del negocio verde, se hace evidente que es mayor a los de la 
economía tradicional, puesto que a corto plazo sus costos de producción se observan más 
elevados. No obstante, esto implica un desconocimiento del factor de los ciclos de vida de 
los productos, lo que no referencia de mediano y largo plazo disminuyen los costos, al evitar 
la necesidad de compra continua.   
2.4.2. Sostenibilidad Global. 
Se basan en los acuerdos firmados por el gobierno en materia ambiental en los Objetivos 
de Desarrollo Sostenible de la agenda de desarrollo post 2015, donde las entidades estatales 
pasan a un sistema de CPS, como un compromiso por la sostenibilidad y conciencia 
ambiental y social, toda vez que cobra importancia en el marco de las reivindicaciones civiles 
por un desarrollo económico, menos depredador con el medio ambiente y la sociedad. 
Bajo este escenario, con el tiempo las Compras Públicas Sostenibles -CPS- han ido 
recibiendo cada vez mayor atención como consecuencia de un aumento de las 
problemáticas ambientales, sociales y económicas en países desarrollados y en vía de 
desarrollo (Centro de Desarrollo de la Capacidad de Adquisiciones de la ONU y 
PNUD, s.f., p. 1). 
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3. LAS COMPRAS PÚBLICAS SOSTENIBLES Y EL MEDIO 
AMBIENTE EN COLOMBIA 
 
En el marco de la política pública de compras el Estado Colombiano en 2010 desarrolló 
la política Nacional de Producción y Consumo Sostenible, en el cumplimiento de los 
acuerdos internacionales suscritos entre el gobierno nacional y la ONU, la cual está dirigida 
tanto a las organizaciones gubernamentales como privadas, con el fin de orientarlos en el 
cambio de las dinámicas de consumo y producción, con la adopción de estándares de 
sostenibilidad, En esta medida, el Gobierno tiene la responsabilidad de diseñar medidas de 
protección y educación en torno a la conservación de los recursos naturales (Navas y Cubides, 
2018) , para así reducir los índices de contaminación en el medio ambiente y promulgando 
las alternativas de bienestar social a las poblaciones. 
Política que se traduce en cambiar el modelo lineal de producción por uno circular, en 
el cual el reaprovechamiento y la ampliación de la vida útil de los productos, genere patrones 
de consumo sostenibles, y evite la necesidad de sobre dependencia de materias primas de 
extracción, “estimulando el uso sostenible de la biodiversidad, como fuentes de la 
competitividad empresarial y de la calidad de vida”. (Ministerio de Ambiente, Vivienda y 
Desarrollo Territorial, 2010) 
Es así, como dicha política ha establecido como criterios de contratación los siguientes: 
1. Generar una masa crítica de empresas que posicionen las buenas prácticas, así como 
los bienes y servicios sostenibles, en el mercado nacional e internacional.  
2. Crear una cultura de producción y consumo sostenible entre instituciones públicas, 
empresas y consumidores.  
3. Fortalecer el marco institucional que impulsa la producción y el consumo sostenible 
dentro del territorio nacional.       
Estas políticas de producción y consumo Sostenible proveen que las Compras 
Sostenibles tengan como objetivo “repercutir en las decisiones de compra de productores y 
consumidores de bienes y servicios sostenibles”. (Ministerio de Ambiente, Vivienda y 
Desarrollo Territorial, 2010, p. 39), con la intención de modificar los ámbitos de consumo de 
los consumidores finales, los cuales se pretenden establecer con índices de sostenibilidad. 
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3.1. Colombia hacia el desarrollo sostenible  
El ministerio de ambiente y desarrollo sostenible viene creando estrategias para 
posicionar las CPS en el ejercicio de la función pública, en 2010 genero el programa “hacia 
una cultura del consumo sostenible y la trasformación productiva” como respuesta a los 
compromisos adquiridos mediante los acuerdos con la ONU, para esto en 2012 se:   
Recopiló información sobre contratación pública ambientalmente sostenible y 
seleccionó cinco productos (café, materiales impresos (libros, mapas y publicaciones), 
bombillos, papel y material de minería), llevando a cabo una investigación sobre los 
mercados de dichos productos, a fin de tomar decisiones sobre contratación ambiental 
(OECD, 2014, p. 434). 
En este mismo periodo se generó la agenda verde como una apuesta para impulsar este 
negocio, el cual no era de amplio uso en el Estado, creando el programa de Gestión para el 
crecimiento verde y el desarrollo sostenible, donde se consolida una política de desarrollo y 
consumo ambiental y socialmente amigable, “la entidad cuenta con una estrategia de compra 
de bienes y servicios sostenibles que busca repercutir en las decisiones de compra del 
consumidor” (Ministerio de Ambiente y Desarrollo, 2016, p. 91). 
Asumiendo como ejes centrales de la puesta en marcha de esta política: 
 Fortalecimiento y desarrollo de capacidades institucionales, por medio de 
capacitaciones y asesorías de la implementación de Compras Públicas Sostenibles-
CPS en los Ministerios de orden Nacional.  
 Fortalecimiento de proveedores de Bienes y Servicios sostenibles, por medio del 
desarrollo de diferentes mesas sectoriales del sector privado. - Ajuste y actualización 
de la Guía de Compras Públicas Sostenibles, la cual busca apoyar a tomadores de 
decisión en la implementación de Compras Públicas Sostenibles. - Se elaboraron y 
ajustaron 26 fichas técnicas para bienes y servicios con criterios de sostenibilidad, 
teniendo en cuenta el análisis de ciclo de vida -Desarrollo de un plan de 
comunicación para la divulgación de la estrategia de compras públicas sostenibles  
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 Elaboración de un Plan de Acción Nacional de compras públicas sostenibles y sus 
líneas estratégicas. (Ministerio de Ambiente y Desarrollo, 2016, p. 92).  
Este marco de referencia se plasmó en el Plan de Acción de Compras públicas 
Sostenibles 2016-2020, que pretendió generar los lineamientos para, la contratación de 
bienes y servicios bajo esta modalidad en el sector público, teniendo en cuenta los siguientes 
objetivos  
1. Incentivar el uso de las CPS en todas las entidades públicas.  
2. Desarrollar herramientas que permitan aumentar el uso de las CPS.  
3. Afianzar y asegurar el rol de avanzada de Colombia en compras públicas 
sostenibles en el escenario internacional y en la Organización para la Cooperación 
y el Desarrollo Económico.  
4. Aumentar incentivos, eliminar/reducir barreras y generar alianzas – sinergias con 
sectores e instrumentos (eco innovación, economía verde, etc.) para la 
implementación de las CPS. (Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 
2017. (Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 2017, p. 16)  
 
Ilustración 4 Plan estratégico de Compras Públicas Sostenibles, (Ministerio de Medio 
Ambiente 2017, p18) 
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Estas líneas estratégicas, se constituyen en la política pública de compras del Estado en 
Colombia, las cuales cobran valides a la hora de usar los pliegos de licitación al otorgar 
lineamientos sobre cómo se deben elaborar y cuales objetivos deben tener, desde la búsqueda 
de eficacia en el producto solicitado, el cual debe garantizar su reutilización y una vida útil 
que supere la media de los otros.  
 
4.  CRITERIOS DE SOSTENIBILIDAD  
La intención de las compras públicas es que “Cualquier producto o servicio que se 
adquiera, trae consigo impactos ambientales, desde la extracción de la materia prima, su 
procesamiento, distribución y uso, hasta su disposición final” (García Paz, 2009, p.51). es así 
como se propende porque los productos ofertados al Estado se caractericen por ser 
económicos, sociales y ambiénteles, junto a los criterios de calidad, precio, eficiencia y 
eficacia, es así como Colombia compre eficiente informa: 
el criterio de sostenibilidad debe ser incluido en la compra pública, de acuerdo con el 
Plan Nacional de Desarrollo, pues éste establece la necesidad de hacer un cambio en 
los patrones de producción y consumo, con énfasis entre otras en el fomento de las 
compras verdes estatales en el orden nacional y regional (Colombia Compra Eficiente, 
2013, p. 46).      
4.1. Acuerdo marco de precios  
El desarrollo de este apartado parte de la creación legislativa de un acuerdo común de 
precios desarrollada por la Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil 
Internacional (CNUDMI) y Colombia Compra Eficiente, en el cual se pretende incluir los 
criterios de protección al medio ambiente, dentro de las ofertas para satisfacer las necesidades 
del sector público.  
Los artículos 2º, 32 y 58 a 63 de la Ley Modelo de Contratación Pública, de la CNUDMI 
regulan lo que se denomina:  
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Contratación con arreglo a un acuerdo marco, donde se define dicho concepto, en tanto 
modalidad de contratación que se desarrolla en dos momentos o etapas, y se especifican 
reglas para su operatividad. Es decir, se trata de la existencia de conceptos sobre la 
materia en el derecho internacional, de modo tal que la normativa colombiana sobre 
contratación pública debería ser leída e interpretada conforme a dichos derroteros. 
(Consejo de Estado, 2017, p. 33). 
De esta forma la ley contractual del Estado abre mecanismos para la incorporación del 
negocio verde, en el escenario de las compras públicas como un primer paso para dar cabida 
a criterios de selección de oferentes, que resalten la disminución del impacto medio ambiental 
que genera su producción, con la adopción de energías alternativas, que minimicen las 
emisiones, junto con productos que posean un ciclo de vida mayor.   
 
4.1.1.  Criterios de sostenibilidad  
La implementación de las CPS ha tenido varios retos para las entidades estatales, a la 
hora de implementar los criterios de sostenibilidad en los estudios previos y los pliegos de 
condiciones, que se usan para contratar con el Estado, puesto que su aplicación no debe ir en 
contravía al estatuto de contratación actual regulado por la ley 80 de 1993, ley 1150 de 2007, 
ley 1882 de 2018 y decreto 1082 de 2015. 
Teniendo en cuenta principios de la contratación como la selección objetiva, el cual se 
desarrolla en la oferta más favorable económicamente para la entidad, factor que se considera 
en torno al precio de los productos sin tener en cuenta las cualidades subjetivas del mismo, 
limitando así la oferta de productos sostenibles pues su precio es superior, al no tener en 
cuenta variantes como la vida útil de este.  
Es así como la ley 1150 de 2007 en su artículo 5 numeral 1 desarrolla los requisitos 
habilitantes, para la contratación pública (la capacidad jurídica, la experiencia, la capacidad 
financiera y la organización del proponente), los cuales permiten o no que el Estado entre a 
estudiar las propuestas de los proponentes dentro de una licitación pública, basándose en los 
principios de oferta y demanda de los productos. 
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Esta normativa se concibe como un elemento limitante a la hora de desarrollar 
propuestas sostenibles, puesto que siempre se va a privilegiar las condiciones de la oferta 
como lo muestra la Guía Conceptual y Metodológica de las compras públicas sostenibles ha 
establecido: 
Los requisitos habilitantes recaen esencialmente sobre los proponentes y se consagran 
en el artículo 2.2.1.1.1.5.3 del Decreto Único Reglamentario (D.U.R) 1082 de 2015. A 
través de ellos de ninguna forma se pueden fijar criterios de sostenibilidad pues se 
desnaturalizaría el modelo de compras públicas sostenibles el cual enfoca sus requisitos 
en la calificación técnica de la oferta, que es el fin asignado a tales factores, y no en el 
proponente. 
Con la inclusión de criterios de sostenibilidad como factores habilitantes se vulnerarían 
principios de la contratación pública, tales como la selección objetiva, la libre 
concurrencia y la pluralidad de oferentes, ya que se podría estar direccionando la 
contratación hacia proponentes que satisfagan tales requisitos en perjuicio de los que 
no dejando de lado lo realmente esencial que es la “cualificación de la oferta”. 
(Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, Centro Nacional de Producción más 
Limpia, 2017, p. 51) 
Estas disposiciones ponen en tención a las entidades con los contratistas, puesto que la 
imposición de criterios de sostenibilidad, no se encuentran regulados lo cual dificulta su 
solicitud a la hora de realizar una contratación, lo que impide que se conviertan en requisitos 
habilitantes, constituyéndose en un riesgo fiscal y disciplinario para la entidad estatal que los 
aplique.    
CONCLUSIÓN  
La sociedad nacional e internacional ha observado la problemática del deterioro 
ambiental, instando a instituciones de carácter supranacional como la Organización de 
Naciones Unidas, para estudiar cómo desarrollar estrategias que mitiguen el impacto del 
consumo sobre el medio ambiente, en el marco de esta necesidad se ha creado el programa 
de las Compras Públicas Sostenibles, en la cual Colombia ha generado una serie de 
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lineamientos normativos, para la adopción y puesta en marcha de esta iniciativa en las 
instituciones públicas del país. No obstante, es un negocio de mercado incipiente del cual 
falta apropiación, puesto que su posicionamiento en el ámbito normativo adolece de una 
regulación que equipare el precio y la vida útil como parte del valor de una licitación.    
Esta situación no implica la inexistencia de esta práctica en el país, puesto que el Plan 
de Acción Nacional de Compras Públicas Sostenibles ha desarrollado un andamiaje jurídico 
que permita su implementación, en la consolidación de principios de eficacia y calidad en las 
compras que realiza el Estado, lo que se muestra como una incursión efectiva en proceso de 
sostenibilidad al interior de las instituciones gubernamentales.    
Sin embargo, la falta de lineamientos contractuales claros que fundamenten el pliego 
licitatorio convierte a la alternativa de CPS en un elemento discrecional de las autoridades, 
toda vez que se genera un control adecuado a la forma de compra, puesto que la base principal 
de las adquisiciones por parte del Estado se basa en el precio y no en las características de 
sostenibilidad del producto.  
La plataforma de Colombia compra eficiente, ha determinado algunos criterios en el 
marco de la CPS, lo que no ha implicado una regulación normativa total, puesto que el 
seguimiento fiscal de esta forma de contratación se encuentra en la forma como se realiza, y 
no en los criterios de economía circular como la reutilización del producto, lo que se ha 
constituido en una herramienta que utilizan algunas instituciones según su necesidad, como 
es el caso del Ministerio del Medio Ambiente y algunas compras en el servicio de transporte, 
que privilegian las energías limpias. 
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